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A Beatriz





La redacción de los Capítulos de este trabajo corresponde a:

J. F. FERNÁNDEZ GARCÍA: Capítulo I, Capítulo II, Capítulo III (apartados III, V, VI, VII, VIII), Capítulo IV, Capítulo V (apartados IV, V, VI, VII, VIII, IX, X), Capítulo VI (apartado I), índice analítico y apéndice de jurisprudencia; y a F. J. FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, Capítulo III (apartados I, II, IV), Capítulo V (apartados I, II, III), Capítulo VI (apartado II), Capítulo VII y glosario de términos.

En todo caso, los dos autores han participado activamente en el análisis de las distintas partes del texto y por ello se solidarizan con el conjunto de la obra.





 Abreviaturas empleadas 





	BOE 
	Boletín Oficial del Estado



	BOPA 
	Boletín Oficial del Principado de Asturias



	CUOTA 
	Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Asturias



	DROT 
	Directrices Regionales de Ordenación del Territorio EIA Evaluación de Impacto Ambiental



	LEF/54 
	Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954



	LS/56 
	Ley 12 de mayo de 1956 de Régimen del Suelo y Ordenación Urbana



	LRSV/98 
	Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones



	LS/07 
	Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo



	PAT 
	Programas de Actuación Territorial



	Reforma 75/76 
	Ley 19/1975, de 2 de mayo, Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana/Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril, Texto Refundido de la Ley Sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana Reforma 90/92 Ley 8/1990, de 25 de julio, Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo/Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, Aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana



	ROTU 
	Decreto 278/2007, de 4 de diciembre, Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias



	TROTU 
	Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, aprueba el Texto Refundido de Ordenación de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo del Principado de Asturias









Prólogo 



Ya han pasado más de 10 años desde que el Tribunal Constitucional decidiera que en materia de suelo y ordenación del territorio, las CC.AA. pueden y deben ejercer importantes competencias. Lo que algunos ilustres tratadistas denominaron balcanización del Derecho urbanístico, supuso la promulgación de Leyes del suelo y ordenación urbanística en todas las CC.AA., y si bien es cierto que casi todas ellas responden a unos principios y modelos de regulación muy similares y ciertamente seguidores de nuestras tradiciones jurídicas en la materia, no es menos cierto que se trata de sistemas jurídicos distintos. Es necesario destacar esta apreciación, ya que el derecho urbanístico autonómico forma parte de un derecho autonómico que conforma a su vez un ordenamiento con unas características propias que se han de considerar especialmente en el momento de su interpretación que puede responder a esquemas interpretativos propios. En este sentido se produce una pérdida del monopolio por parte del Tribunal Supremo y en concreto de su Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo como intérprete supremo del derecho urbanístico de las distintas CC.AA., de forma tal que serán los Tribunales Superiores de Justicia, y eso sí que es importante, los máximos intérpretes de esa normativa en materia de suelo y ordenación del territorio de cada CC.AA.

En la CA del Principado de Asturias, y al margen de leyes específicas que ya existían con anterioridad a la conocida y famosa sentencia 61/1997 del Tribunal Constitucional, no fue hasta el año 2002 cuando se dictó la primera norma con rango de Ley, a través de la cual la Junta General del Principado ejerció sus competencias. Nos referimos a la Ley 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística, siendo posteriormente el Gobierno autonómico el que, haciendo uso de la previsión contenida en la Disposición Final Quinta, aprobara el Texto Refundido de la Ley del Suelo Asturiana, el conocido como TROTU, a través del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo.

Precisamente escasos días antes de escribir estas líneas hemos tenido por fin noticia cierta, a través del BOPA, del Reglamento de desarrollo de la Ley asturiana, Decreto 278/2007, de 4 de diciembre, cerrando así el círculo normativo en materia urbanística del Principado de Asturias.

Es de esperar que todos estos instrumentos jurídicos permitan desarrollar actuaciones administrativas eficaces en aras de hacer efectivas las previsiones constitucionales que invitan a que todos los ciudadanos tengan una vivienda digna, abaratando los costes de la misma y permitiendo que las plusvalías que la acción urbanística genera redunden en beneficio de la Comunidad. Será necesariamente este conjunto normativo el que encauzará la acción administrativa sectorial de todas las Administraciones Públicas asturianas; de ahí la importancia y necesidad de que trabajos como este ahonden en el estudio y análisis de estas normas.

El libro que aquí se presenta responde precisamente a esta pretensión, aportando un estudio científico riguroso, pero a la vez práctico, del derecho urbanístico asturiano, sirviendo así de elemento básico de trabajo para todos los que se enfrentan al urbanismo desde cualquier perspectiva, especialmente, claro está, la jurídica.

Se abordan en el mismo todas las cuestiones que podemos entender incluidas en el derecho urbanístico aplicable en Asturias, y se hace desde la clásica perspectiva de analizar el régimen de la propiedad del suelo, los instrumentos del planeamiento urbanístico, la gestión y ejercicio de ese planeamiento y la disciplina urbanística. Se logra de esta manera un estudio sistemático de todas las instituciones, logrando una unidad de criterio y una visión conjunta de las tradicionales partes en las que se divide el derecho urbanístico. La obra que el lector tiene ahora en sus manos no es un comentario sistemático de una Ley, sino un auténtico manual de Derecho urbanístico donde el hilo conductor es un análisis y estudio del conjunto del sistema, enriqueciendo de esta manera la labor científica que el examen de los distintos apartados supone. Así, por ejemplo, se estudian y analizan las implicaciones que la nueva Ley del Suelo estatal añade a la regulación asturiana, cuestión ésta no exenta de serias dificultades en la medida que el nuevo estatuto jurídico de la propiedad inmobiliaria que introduce el legislador estatal debe necesariamente ponerse en relación con la regulación contenida en las legislaciones autonómicas, entre ellas la asturiana, que precisamente dedica varios de sus preceptos a ello, desde una perspectiva muy distinta a la que ahora incorpora la nueva Ley estatal.

La obra se completa con interesantes referencias jurisprudenciales y terminológicas, en estos dos casos en forma de apéndices, que intensifican el valor científico y pedagógico del libro, haciéndolo más manejable, y sobre todo práctico.

Es evidente que el éxito que auguramos a este trabajo va de la mano de los brillantes juristas que lo han elaborado, los Dres. Fernández González y Fernández García, dos avezados estudiosos del Derecho administrativo, que junto a una destacadísima labor docente e investigadora en la Facultad de Derecho de la Universidad de Oviedo, aportan una visión práctica de este ámbito del Derecho público, y ello debido al conocimiento práctico del mismo que atesoran gracias a sus ocupaciones actuales, uno de ellos en la asesoría jurídica del Ayuntamiento de Santander, y antes en los servicios jurídicos de la CA de Cantabria donde brilló con luz propia como Director General y el otro como responsable del área jurídica del INDUROT, destacada atalaya para conocer los aspectos prácticos de la ordenación del territorio. En estas consideraciones no me he dejado llevar de la amistad con la que ambos me honran, sino del conocimiento cierto que de su trayectoria, especialmente bibliográfica y profesional, tengo y de la que en no pocas ocasiones he tenido el privilegio de ser testigo.

En fin, estamos ante un excelente trabajo jurídico que a buen seguro nos servirá a todos de instrumento habitual de consulta y estudio en este apasionante mundo del urbanismo.

Jesús María Chamorro González

Magistrado especialista de lo Contencioso-Administrativo

Presidente de la Sala de lo Contencioso-Administrativo

del Tribunal Superior de Justicia de Asturias






Antecedentes y marco normativo actual del Derecho urbanístico en el Principado de Asturias 



I.  CONFIGURACIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO URBANÍSTICO EN ESPAÑA

§ I-1. La palabra urbanismo procede del latín urbs-urbis, que significa ciudad. De acuerdo con ello, la Real Academia Española define el Urbanismo como «el conjunto de conocimientos que se refieren al estudio de la creación, desarrollo, reforma y progreso de los poblados en orden a las necesidades materiales de la vida humana»  (1) .

§ I-2. Como todo fenómeno social el Urbanismo produce un conjunto complejo de relaciones que deben ser reguladas por normas jurídicas.

La expresión Derecho urbanístico se utiliza para designar el conjunto de disposiciones que regulan el fenómeno urbanístico, constituyendo para algunos autores una rama especial del Derecho administrativo  (2) .

La finalidad de este derecho es armonizar dos intereses, a menudo, contrapuestos entre sí: el interés general, por el que ha de velar la Administración (tendente a una correcta urbanización y edificación), y el de los titulares del derecho de propiedad, que actúan en defensa de sus intereses privados.

§ I-3. A pesar de que la historia del Derecho urbanístico español comienza a forjarse en la segunda mitad del siglo XIX (Leyes de Ensanche de 1864 y 1876, y de Reforma interior de 1895)  (3) , no es hasta 1956 cuando nuestro país se dota, por primera vez, de una ley completa en la materia.

Desde ese momento comienza a cristalizar una sólida tradición jurídica, a la que han contribuido, en mayor o menor medida, las sucesivas reformas emprendidas por el legislador estatal  (4) .

§ I-4. A la LS/56 se deben, fundamentalmente, las siguientes aportaciones  (5) :


	
— El urbanismo se configura como una función pública, lo que supone que las decisiones básicas en esta materia corresponden a la Administración. 

	
— Se establece un nuevo estatuto jurídico para la propiedad del suelo, de modo que el ejercicio de las facultades que integran este derecho queda condicionado al cumplimiento de una serie de deberes. 

	
— El plan se convierte en la clave de todo el sistema, al llevarse a cabo a través de él la clasificación de los terrenos y, en última instancia, el otorgamiento del derecho a edificar. 

	
— Las desigualdades que produce el plan deben ser equidistribuidas entre todos los propietarios, y las plusvalías o incrementos de valor de los terrenos, derivadas de la aprobación de dicho instrumento, obligan a compensar a la colectividad. 

	
— La valoración de los terrenos a efectos expropiatorios se lleva a cabo a través de criterios objetivos en función del tipo o clase de suelo de que se trate. Los cambios legislativos posteriores han constituido meros movimientos pendulares, realizados en torno a un mismo eje marcado por la citada LS/56. 





§ I-5. Con la reforma 75/76  (6)  se incorporaron los llamados estándares urbanísticos, esto es, unos criterios sustantivos mínimos y obligatorios en todo plan, como intento de limitar la discrecionalidad del planificador  (7) . Se profundiza en las cesiones obligatorias y en el sistema de distribución de beneficios y cargas a través del instrumento del aprovechamiento medio en el suelo urbanizable. Se simplifica los sistemas de ejecución de los planes, reducidos ahora a tres, y se hace lo propio con los sistemas de valoración. Y, finalmente, se introducen normas de directa aplicación en los supuestos de ausencia de planeamiento y se incorpora la exigencia del visado urbanístico que habría de acompañar a todo proyecto a la hora de solicitar una licencia y que llevarían a cabo los Colegios de Arquitectos  (8) .

§ I-6. La promulgación de la Constitución de 1978 supuso la formulación de nuevos postulados que el legislador debió tomar en cuenta, al ser un condicionante obligado, a la hora de regular el fenómeno urbanístico.

Así, el art. 47 CE alude al deber de los poderes públicos de regular «la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación». «La comunidad —añade— participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos». El art. 45 CE se refiere al derecho de los ciudadanos de disfrutar de un medio ambiente adecuado y atribuye a los poderes públicos la tarea de velar «por la utilización racional de todos los recursos naturales». Y el art. 46 CE impone la obligación de conservar el patrimonio histórico tradicional.

§ I-7. El siguiente hito normativo lo constituyó la reforma 90/92  (9) , cuyos rasgos más característicos pueden resumirse en las siguientes notas  (10) :


	
— Se instaura el sistema de adquisición gradual y sucesiva de facultades urbanísticas y se prevén mecanismos de reacción para los supuestos de incumplimiento de los deberes urbanísticos condicionantes de la adquisición de las expresadas facultades (expropiación o sujeción al régimen de venta forzosa). 

	
— Se definen las áreas de reparto y se establece como técnica redistributiva el aprovechamiento tipo, medida para la determinación de los aprovechamientos urbanísticos susceptibles de adquisición y patrimonializables. 

	
— Se vincula la valoración del suelo al grado de adquisición de facultades urbanísticas y se establece una más precisa coordinación con la normativa de valoración catastral. 

	
— Se declara la aplicabilidad de las valoraciones resultantes del nuevo régimen a todas las expropiaciones (tengan o no carácter urbanístico). 

	
— Se clarifica el régimen indemnizatorio por modificaciones del planeamiento urbanístico. 

	
— Se suministra a la Administración urbanística instrumentos de intervención en el mercado del suelo y la vivienda (derechos de tanteo y retracto, potenciación de los patrimonios públicos de suelo, calificación de terrenos con destino a la construcción de viviendas de protección pública, etc.). 



§ I-8. El punto final en esta evolución normativa, previo a la regulación actual, lo constituye la LRSV/98  (11) . De esta norma destacan dos cuestiones principales: la incorporación de potenciales contenidos urbanísticos a todo el suelo no expresamente protegido y formalmente excluido de la urbanización; y la modificación del régimen de las valoraciones, a efectos fundamentalmente expropiatorios  (12) .

La primera de estas cuestiones conecta con la técnica de la clasificación del suelo, partiéndose de una cierta tendencia liberalizadora que busca facilitar la oferta y abaratar así la vivienda resultante.

Si antes el plan definía el suelo urbano y el urbanizable, considerándose el resto como no urbanizable, ahora se pretende que el suelo residual sea el suelo urbanizable, definido negativamente como aquel que no tenga la condición de urbano o de no urbanizable. Con la confesada pretensión de facilitar el aumento de oferta de suelo, se considera susceptible de ser urbanizado todo el suelo que todavía no ha sido incorporado al proceso urbano, en el que no concurran razones para su preservación de acuerdo con lo dispuesto en el planeamiento y en la legislación territorial o sectorial.

En cuanto al régimen de las valoraciones, la Ley elimina la dualidad de valores hasta ahora aplicables, de manera que establece un único valor —el valor real—, aquel que tenga el bien de que se trate en el mercado del suelo  (13) .

La LS/98 acabó también con la secuencialización, o el sistema de adquisición gradual y sucesiva de facultades urbanísticas, que había introducido en el Derecho urbanístico español la reforma 90/92  (14) .

II.  LA DISTRIBUCIÓN DE COMPETENCIAS EN ESTA MATERIA

§ I-9. Con anterioridad a la LS/56 el Urbanismo era una competencia esencialmente municipal. A partir de esta ley, sin embargo, las competencias decisorias de los Ayuntamientos se redujeron a la gestión y ejecución del planeamiento, mientras que el Estado se reservaba la aprobación definitiva de todo tipo de planes  (15) .

§ I-10. El papel de las distintas Administraciones Públicas vino a reordenarse —también en materia urbanística— tras la descentralización política operada la tras la Constitución de 1978.

Tanto la CE como los Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas determinaron que las competencias en materia de «urbanismo, ordenación del territorio y vivienda» corresponden a éstas con carácter exclusivo.

Dicha competencia autonómica comprende tanto la facultad de legislar como los poderes de ejecución y gestión, si bien el alcance de ambas atribuciones debe matizarse en virtud de otros títulos competenciales o ámbitos de actuación que corresponden, tanto al Estado como a los entes locales.

§ I-11. En efecto, el Estado es titular de otras competencias que van a ser determinantes para el ejercicio de las facultades que las Comunidades Autónomas tienen encomendadas en materia urbanística:


	
— La regulación urbanística afecta al derecho de propiedad del suelo, atribuyéndose al Estado en el art. 149.1.1.ª CE la competencia exclusiva para regular las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos. 

	
— El planeamiento físico está íntimamente conectado a la planificación económica, contando el Estado con competencias para dictar las bases de la planificación general de la actividad económica (art. 149.1.13.ª CE). 

	
— Según el art. 149.1.23.ª le corresponde al Estado la legislación básica sobre protección del medio ambiente. 

	
— El art. 149.1.4.ª, 8.ª y 18.ª, reserva al legislador estatal competencias sobre defensa, legislación civil, expropiación forzosa y sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas. 

	
— Las bases del régimen de las Administraciones Públicas, también son competencia estatal (art. 149.1.18.ª). 

	
— Y, asimismo, en aspectos sectoriales como aguas, minas, carreteras, costas, etc., la Constitución, si bien no reconoce al Estado competencia exclusiva, sí al menos concurrente, e incluso preponderante, tanto en cuanto a la legislación como a la ejecución, en virtud de la cláusula de prevalencia del art. 149.3 CE. 



§ I-12. Por otra parte, junto a las citadas competencias estatales, no debe olvidarse que la Constitución garantiza la autonomía de los municipios para la gestión de sus intereses (art. 137); siendo las leyes sectoriales las encargadas de concretar el alcance real de las competencias que dichos entes tienen atribuidas en cada materia  (16) .

III.  EL MARCO NORMATIVO ACTUAL DEL URBANISMO EN EL PRINCIPADO DE ASTURIAS

§ I-13. La cuestión competencial, a la que acabamos de referirnos, suscitó no pocos problemas en el ámbito urbanístico. De hecho los más recientes cambios legislativos producidos en esta materia son tributarios o traen causa de la importante STC 61/1997, de 20 de marzo, con la que se pondría coto a los excesos reguladores cometidos por el legislador estatal en la reforma 90/92  (17) .

La declaración de inconstitucionalidad de gran parte de los preceptos del Real Decreto Legislativo 1/1992 supuso el resurgir del régimen urbanístico de 1976 al paso que obligó a acelerar la actividad del legislador autonómico en este campo.

El Principado de Asturias, a diferencia de otras Comunidades Autónomas, no optó por aprobar una «Ley puente», que asumiese como propio el contenido del Derecho estatal (anulado por razones meramente competenciales), y prefirió iniciar un largo proceso de reforma de su marco normativo, que condujo —en un primer paso— a la aprobación de la Ley 3/2002, de 19 de abril, de Régimen del Suelo y Ordenación Urbanística  (18) ,  (19) .

Dicha Ley vino a sumarse al conjunto de disposiciones ya preexistentes en nuestro Derecho urbanístico, que dotaban a esta materia de una regulación parcial, componiendo así un complicado mosaico normativo  (20) :


	
1. La Ley 1/1987, de 30 de marzo, de Coordinación y Ordenación Territorial  (21) . 

	
2. La Ley 3/1987, de 8 de abril, reguladora de la Disciplina Urbanística  (22) . 

	
3. La Ley 6/1990, de 20 de diciembre, sobre Edificación y Usos en el Medio Rural  (23) . 

	
4. La Ley 2/1991, de 11 de marzo, de Reserva de Suelo y Actuaciones Urbanísticas Concertadas  (24) . 

	
5. Las Normas Urbanísticas Regionales en el Medio Rural (NURMR), publicadas mediante Resolución de 29 de diciembre de 1983  (25) . 



§ I-14. El carácter provisional de la Ley 3/2002 imponía la necesidad de contar con un único texto legislativo que abordara con pretensión de completud el Derecho urbanístico del Principado  (26) .

El resultado fue la promulgación del Decreto Legislativo 1/2004, de 22 abril, que Aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo (TROTU)  (27) , y cuyo contenido responde a la delimitación —ya clásica— llevada a cabo, tanto por la jurisprudencia constitucional como por la propia doctrina administrativista:


	
1. Organización y relaciones interadministrativas. 

	
2. Planeamiento: instrumentos de ordenación (contenido, elaboración, eficacia), estándares urbanísticos y normas de directa aplicación. 

	
3. Régimen del suelo: que contempla la incidencia de la ordenación urbanística sobre el derecho de propiedad a través de la clasificación y la calificación de los terrenos. 

	
4. Gestión o ejecución urbanística: sistemas de ejecución para la equidistribución de cargas y beneficios y el rescate de plusvalías; actuaciones asistemáticas; obtención de terrenos dotacionales; edificación de solares y convenios urbanísticos. 

	
5. Intervención pública en el mercado del suelo: patrimonios públicos, ejercicio de los derechos de tanteo y retracto, derecho de superficie y readquisición preferente. 

	
6. Intervención administrativa en la edificación y uso del suelo: régimen de licencias, órdenes de ejecución y declaración de ruina. 

	
7. Disciplina urbanística: régimen de la inspección, medidas de protección de la legalidad urbanística y tipificación de infracciones y sanciones. Por lo demás, los rasgos característicos de esta norma, recientemente desarrollada a través del Decreto 278/2007, de 4 diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias (ROTU)  (28) , se centran en dos ideas básicas: 


	
— Afronta en un único texto la regulación del urbanismo y la ordenación del territorio  (29) . 

	
— Se trata de una norma de vocación marcadamente municipalista. 







§ I-15. El régimen urbanístico vigente en el Principado de Asturias, a cuyo examen dedicamos en detalle los Capítulos siguientes de este trabajo, va a exigir, no obstante, una necesaria reinterpretación a la luz de los nuevos postulados incorporados por la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo (LS/2007)  (30) .

Esta norma estatal marca una nueva referencia en la evolución legislativa del Derecho urbanístico español al tratar de romper ciertas inercias que han venido imponiéndose desde la LS/56  (31) .


	
1. Por un lado, esta Ley no se define como una norma urbanística, sino como una Ley referida al régimen del suelo y la igualdad en el ejercicio de los derechos constitucionales a él asociados, en lo que atañe a los intereses cuya gestión está constitucionalmente encomendada al Estado. Sus contenidos, en virtud de la ya referida distribución competencial (§ I-10 a 13), son los relativos a: 


	
— El régimen del suelo. 

	
— Las valoraciones. 

	
— La expropiación forzosa y el régimen de la responsabilidad patrimonial. 

	
— Otras disposiciones de carácter básico relativas a la garantía del cumplimiento de la función social de la propiedad y la gestión del suelo. 





	
2. En segundo lugar la LS/07 abandona la forma con la que, hasta ahora, el legislador estatal venía abordando el estatuto de los derechos subjetivos afectados por el urbanismo  (32) . Este reduccionismo —señala— es otra de las peculiaridades históricas del urbanismo español que, reservó a la propiedad del suelo el derecho exclusivo de iniciativa privada en la actividad de urbanización, provocando así la identificación de tales derechos y deberes con los de la propiedad. La LS/07 viene a definir dos nuevos estatutos subjetivos básicos, al margen del que corresponde al titular de la propiedad del suelo (§ IV-3 a § IV-6): 


	
— El de la ciudadanía en general en relación con el suelo y la vivienda, en el entendimiento de la ciudadanía como un «estatuto de la persona que asegure su disfrute en libertad del medio en el que vive, su participación en la organización de dicho medio y su acceso igualitario a las dotaciones, servicios y espacios colectivos que demandan la calidad y cohesión del mismo». 

	
— El régimen de la iniciativa privada para la actividad urbanística, que —en los términos en que la configure la legislación urbanística en el marco de esta Ley— es una actividad económica de interés general que afecta tanto al derecho de la propiedad como a la libertad de empresa. 





	
3. Por otra parte, la nueva Ley estatal apuesta por un Urbanismo que responda a los requerimientos de un desarrollo sostenible, minimizando el impacto del crecimiento urbano y apostando por la regeneración de la ciudad existente  (33) . 

	
4. Al mismo tiempo define dos estados básicos en los que puede encontrarse el suelo según sea su situación actual: rural o urbana, que son los determinantes para el contenido del derecho de propiedad (§ IV-2, § IV-4; § IV-8; § IV-13; § IV-16; § IV-19). Además, sienta el régimen de las actuaciones urbanísticas de transformación del suelo, que son las que generan las plusvalías en las que debe participar la Comunidad por exigencia de la Constitución (§ IV-5; § IV-11). La Ley establece, conforme a la doctrina constitucional, la horquilla en la que puede moverse dicha participación. 

	
5. Asimismo, prescinde por primera vez de la clasificación del suelo a la hora de fijar los criterios legales de valoración de los terrenos, al entender que esta técnica (cuyo uso deja en manos del legislador urbanístico) ha contribuido históricamente a la inflación de los valores del suelo, incorporando expectativas de revalorización mucho antes de que se realizaran las operaciones necesarias para materializar las determinaciones urbanísticas de los poderes públicos. 

	
6. En cuanto a las instituciones de garantía de la integridad patrimonial de la propiedad (la expropiación forzosa y la responsabilidad patrimonial), se recogen sustancialmente las mismas reglas que establecía la legislación anterior (§ IV-25 a IV-35). Únicamente en materia de reversión y de responsabilidad patrimonial, los supuestos de una y otra se adaptan a los cambios que la Ley introduce en relación con los patrimonios públicos de suelo y las actuaciones urbanizadoras, respectivamente. Además, se introduce un derecho a la retasación cuando una modificación de la ordenación aumente el valor de los terrenos expropiados para ejecutar una actuación urbanizadora, con el propósito de salvaguardar la integridad de la garantía indemnizatoria, sin empeñar la eficacia de la gestión pública urbanizadora. 

	
7. Finalmente la LS/07 incorpora diversas medidas de garantía del cumplimiento de la función social de la propiedad inmobiliaria, que van desde la responsabilidad patrimonial por el incumplimiento de los plazos máximos en los procedimientos de ordenación urbanística, a la posibilidad de sustituir forzosamente al propietario incumplidor de los plazos de ejecución. Asimismo introduce cambios en la determinación de los destinos de los patrimonios públicos de suelo y una regulación integral del derecho de superficie, cuyo régimen se encontraba fragmentado en nuestro ordenamiento. 



Pues bien, como ya hemos avanzado, esta reciente reforma, introducida por el legislador estatal, debe condicionar, lógicamente, el análisis —que ahora iniciamos— del Derecho urbanístico que rige en la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.

Para llevar a cabo este estudio y en aras a una mayor claridad, seguiremos básicamente la propia estructura expositiva que nos ofrece el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril.






	 (1) 

	Vid. SANTOS DIEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J., Derecho urbanístico: manual para juristas y técnicos, Ed. El Consultor, Madrid, 2005, pág. 31.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., Lecciones de derecho urbanístico, Ed. Civitas, Madrid, 1981; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo, Civitas, Madrid, 1976.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Vid. Diccionario Alcubilla «Policía Municipal», pág. 187.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Vid. Ley 12 mayo 1956 de Régimen del suelo y ordenación urbana (BOE 14 mayo 1956, núm. 135; rect. BOE 5 junio 1956, núm. 157. Para un análisis más extenso, Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo, Ed. BOE, Madrid, 1968.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Vid. PERALES MADUEÑO, F., «Evolución del régimen urbanístico del suelo desde la ley de 12 de mayo de 1956 hasta le ley 6/1998», RDUyMA, núm. 225, 2006, págs. 185-226.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Vid.Ley 19/1975, de 2 mayo, Reforma de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE 5 mayo 1975, núm. 107); Real Decreto 1346/1976, de 9 abril, Texto Refundido de la Ley Sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE 16 junio 1976, núm. 144).


	 Ver Texto 
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	Vid. ROMERO REY, C., «Los límites a la potestad de planeamiento urbanístico», RDUyMA, núm. 210, 2004, págs. 11-48; DESDENTADO DAROCA, E., Discrecionalidad administrativa y planeamiento urbanístico, Aranzadi, Pamplona, 1997.


	 Ver Texto 
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	Vid. GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y PAREJO ALFONSO, L., Lecciones de derecho urbanístico, Ed. Civitas, Madrid, 1981; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo, Civitas, Madrid, 1976.


	 Ver Texto 
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	Vid.Ley 8/1990, de 25 julio, Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo (BOE 27 julio 1990, núm. 179; rect. BOE 4 agosto 1990, núm. 186 y BOE 19 diciembre 1990, núm. 303); Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 junio, Aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (BOE 30 junio 1992, núm. 156; rect. BOE 13 febrero 1993, núm. 38 y BOE 24 julio 1992, núm. 177).


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Vid. MERELO ABELA, J. M., La reforma del régimen urbanístico y valoraciones del suelo, B.C.L, Madrid, 1991; PAREJO ALFONSO, L., Suelo y urbanismo: el nuevo sistema legal, Ed. Tecnos, Madrid, 1991; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley del Suelo (Texto Refundido de 1992), Ed. Civitas, Madrid, 1993.
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	Vid. Ley del Suelo 6/1998, de 13 de abril, Régimen del suelo y valoraciones (BOE 14 abril 1998, núm. 89).
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	 (12) 

	Vid. ARMENGOT DE PEDRO, A., Régimen del suelo y valoraciones (comentarios a la Ley 6/1998, de 13 de abril), Ed. El Consultor, Madrid, 2000; ENÉRIZ OLAECHEA, F. J., Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2002.
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	Vid. FERNÁNDEZ GARCÍA, J. F., El catastro y el justiprecio del suelo, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2004.
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	Vid. GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones (Ley 6/1998, de 13 de abril), Ed. Civitas, Madrid, 1998; SANTOS DIEZ, R. y CASTELAO RODRÍGUEZ, J., Derecho urbanístico: manual para juristas y técnicos, Ed. El Consultor, Madrid, 2005.
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	Vid. FERNÁNDEZ, T.-R., Manual de Derecho urbanístico, Ed. El Consultor, Madrid, 2006.
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	 (16) 

	Vid. LLISET BORRELL, F., «La competencia urbanística de los ayuntamientos», RDUyMA, núm. 225, 2006, págs. 253-270; SARMIENTO ACOSTA, M., «Pacto local y urbanismo», RDUyMA, núm. 212, 2004, págs. 11-52.
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	Vid. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA, J. L., La Ley del suelo después de la sentencia del TC de 20 de marzo de 1997, Ed. Civitas, Madrid, 1997; GONZÁLEZ PÉREZ, J., Comentarios a la Ley sobre régimen del suelo y valoraciones (Ley 6/1998, de 13 de abril), Ed. Civitas, Madrid, 1998.


	 Ver Texto 
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	Vid. BOPA 4 mayo 2002, núm. 102.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Vid. igualmente en relación con la legislación urbanística de otras Comunidades Autónomas: BETANCORT REYES, F., Derecho urbanístico de Canarias, Ed. Instituto de Estudios Canarios, La Laguna, 2004; BOCANEGRA SIERRA, R. y HUERGO LORA, A., El derecho urbanístico del Principado de Asturias, Ed. Iustel, Madrid, 2005; FERNÁNDEZ GARCÍA, J. F. y FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, F. J., Manual de Derecho Urbanístico de Cantabria, Ed. LA LEY-El Consultor, Madrid, 2007; FERNÁNDEZ, T. R. y FERNÁNDEZ TORRES, J. R., Derecho urbanístico de Madrid, Ed. Iustel, Madrid, 2004; JIMÉNEZ-BLANCO, A., Derecho urbanístico de Andalucía, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2003; LÓPEZ PELLICER, J. A. y PÉREZ ALCARAZ, S., Derecho urbanístico de la Región de Murcia: Ley del suelo de la Región de Murcia (Texto Refundido de 2005), Ed. Diego Marín, 2006; PAREJO ALFONSO, L., Derecho urbanístico valenciano: (análisis de la Ley reguladora de la actividad urbanística), Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 1999; Derecho urbanístico de Castilla-La Mancha, Ed. Marcial Pons, Madrid, 1999; Derecho urbanístico de Galicia, Ed. Marcial Pons, Madrid, 2001; Derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid: adaptada a la nueva ley del suelo, Ed. Marcial Pons, Madrid, 2002; QUINTANA LÓPEZ, T., Manual básico de derecho urbanístico de Castilla y León, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2005; SORIANO, J. E., Nuevo derecho urbanístico de Extremadura, Ed. Atelier, Barcelona, 2003.
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	Vid. CHAVES GARCÍA, J. R., «Génesis y desarrollo del urbanismo asturiano», en SÁNCHEZ GOYANES, E., El Derecho urbanístico del Principado de Asturias, Ed. La Ley-El Consultor, Madrid, 2003.
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	Vid. BOPA 27 abril 2004, núm. 97. La Disposición Final Quinta de la Ley 3/2002 ya venía a establecer una previsión en tal sentido, al señalar que: «En el plazo máximo de un año desde la publicación de esta Ley, el Consejo de Gobierno aprobará un Texto Refundido de las disposiciones con rango de ley vigentes en el Principado de Asturias en materia Urbanística y de Ordenación del Territorio, pudiendo regularizar, aclarar y armonizar los textos que hayan de ser refundidos». Dicho plazo hubo de ser posteriormente ampliado por medio de la Disposición Final Primera de la Ley del Principado de Asturias 6/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Presupuestarias, Administrativas y Fiscales (BOPA 31 diciembre 2003, núm. 301).
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	 (29) 

	Se parte así de constatar que una de las deficiencias manifiestas de la regulación jurídica del urbanismo ha sido, siempre, su falta de integración con la ordenación del territorio, y en general, con todas las políticas sectoriales que tienen más clara incidencia territorial.
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	 Ver Texto 
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	Vid. SÁNCHEZ GOYANES, E. (Dir.), Ley de Suelo (Comentario sistemático de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo), Ed. LA LEY, Madrid, 2007. FERNÁNDEZ DE GATTA SÁNCHEZ, D., «El Proyecto de Ley del Suelo de 14 de julio de 2006 en la evolución del ordenamiento urbanístico y territorial español», RDUyMA, núm. 230, 1996, págs. 11-78; MELLADO RUIZ, L. y PÉREZ FERRER, F., «Algunas reflexiones sobre el “nuevo” derecho urbanístico en el proyecto de Ley Estatal del Suelo: desarrollo urbanístico sostenible y protección penal», RDUyMA, núm. 323, 2007, págs. 91-149; ROGER FERNÁNDEZ, G., «Principales innovaciones instrumentales en el proyecto de reforma de la Ley del Suelo», RDUyMA, núm. 232, 2007, págs. 11-29.
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	Vid. GALLEGO ANABITARTE, A., «Sobre la propiedad: observaciones histórico-dogmáticas y actuales», RDUyMA, núm. 225, 2006, págs. 119-158; MENÉNDEZ REXACH, A., Lecciones de derecho urbanístico de la Comunidad de Madrid, Ed. Montecorvo, Madrid, 2004.
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	Vid. FERNÁNDEZ GARCÍA, J. F. (Coord.), FERNÁNDEZ GONZÁLEZ, F. J. y DÍAZ MÉNDEZ, E., La evaluación ambiental de los planes urbanísticos y de ordenación del territorio, Ed. LA LEY, Madrid, 2006; GALERA RODRIGO, S., «Urbanismo sostenible: la política europea de medio ambiente urbano», RDUyMA, núm. 224, 2006, págs. 155-182; LORA-TAMAYO VALLVÉ, M., Derecho urbanístico y medio ambiente: hacia el desarrollo urbano sostenible, Ed. Dykinson, Madrid, 2006. FERNÁNDEZ, T.-R., Estudios de derecho ambiental y urbanístico, Ed. Aranzadi, Pamplona, 2001.
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La administración urbanística 



I.  LAS ADMINISTRACIONES ACTUANTES EN MATERIA URBANÍSTICA EN EL PRINCIPADO DE ASTURIAS  (1) 

1.  Planteamiento

§ II-1. Tal como establece el art. 6 TROTU, la actividad urbanística constituye una función pública cuya titularidad y responsabilidad corresponden a la Administración del Principado de Asturias y a las entidades locales.

Dicha carga competencial, sin embargo, no es idéntica en ambos casos:


	
— La Ley encomienda a los Concejos cuantas competencias en materia urbanística no estén expresamente diferidas a otras Administraciones, lo que supone en la práctica una presunción general de atribución de competencias a favor de aquellos Entes. 

	
— La intervención autonómica, en cambio, adquiere un carácter —aparentemente— más reducido, al estar vinculada ésta a supuestos expresamente indicados en la Ley, en los que concurra un claro interés supramunicipal. 



2.  La Administración urbanística autonómica

§ II-2. Conforme al esquema señalado (§ II-1), la Administración regional limita el alcance de su intervención a los siguientes ámbitos, predeterminados en el TROTU:


	
a) La localización de infraestructuras, servicios y dotaciones cuya planificación, aprobación o ejecución sean de su competencia. 

	
b) El control del cumplimiento de los criterios de ordenación territorial que se hayan fijado en las Directrices de Ordenación del Territorio, Programas de Actuación Territorial, Planes Territoriales Especiales, Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias y Evaluaciones de Impacto Estructural. 

	
c) La verificación de que los planes urbanísticos municipales cumplan las indicaciones contenidas en los informes vinculantes que hayan emitido los órganos del Principado de Asturias. 

	
d) El seguimiento del proceso de urbanización y edificación en los sectores prioritarios de los suelos urbanizables, a fin de evitar que un retraso en la producción de suelo urbanizado afecte a las necesidades públicas en materia de vivienda, que corresponde garantizar al Principado de Asturias en ejercicio de sus competencias. 

	
e) El desarrollo de las reservas regionales de suelo y demás áreas en las que concurran especiales circunstancias urbanísticas deficitarias que deban ser afrontadas de modo perentorio a través de actuaciones urbanísticas concertadas. 



§ II-3. Los órganos y estructuras de la Administración autonómica con competencias directas en esta materia, o cuyo ámbito funcional tiene incidencia en la misma, son: el Consejo de Gobierno, la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias (CUOTA), las Oficinas Urbanísticas Territoriales y el Jurado de Expropiación del Principado de Asturias.

§ II-4. El Consejo de Gobierno tiene reservadas las competencias territoriales y urbanísticas más relevantes, entre las cuales pueden destacarse las siguientes:


	
— Resolver las disconformidades que pudieran producirse con los Ayuntamientos en orden a ejecutar proyectos regionales, declarados de interés público, que determinen la modificación del planeamiento (art. 17.2 TROTU). 

	
— Resolver los conflictos que pudieran plantearse entre las previsiones del planeamiento urbanístico y los instrumentos de ordenación del territorio, con los proyectos de obras promovidas por organismos o entidades de derecho público dependientes de la Administración General del Estado (art. 18.1 TROTU). 

	
— Aprobar la declaración formal de Actuación Urbanística Concertada (art. 18.1 TROTU). 

	
— La iniciativa para la formulación de Directrices de Ordenación Territorial y su aprobación (arts. 46 y 47 TROTU). 

	
— La iniciación del procedimiento para la aprobación de los Programas de Actuación Territorial de ámbito regional o que funcionalmente abarquen más de un sector determinado, y su aprobación (art. 50 TROTU). 

	
— Resolver las discrepancias existentes entre los órganos sustantivo y ambiental en los procedimientos de EIA (art. 55 TROTU). 

	
— Excepcionar los plazos mínimos de veinte y treinta años establecidos por la Ley para poder reclasificar o recalificar suelo que, siendo no urbanizable, haya sufrido un proceso irregular de parcelación urbanística o incendio forestal (art. 58.2 TROTU). 

	
— Requerir en su caso a los Ayuntamientos para que elaboren los Planes Generales (art. 84.4 TROTU). 

	
— Aprobar definitivamente los planes intermunicipales (art. 85.4 TROTU). 

	
— Aprobar los convenios de ordenación en áreas con destino a viviendas protegidas (art. 91 bis TROTU). 

	
— La aprobación de modificaciones del planeamiento urbanístico que tengan por objeto alterar la zonificación o el uso de las zonas verdes (art. 101.3 TROTU). 

	
— Suspender en determinados casos la vigencia de los planes urbanísticos para que se proceda a su revisión (art. 102.1 TROTU). 

	
— Autorizar excepcionalmente que se clasifique como suelo urbanizable terrenos incluidos en una franja de quinientos metros desde la ribera del mar, o ampliar en dirección al mar los núcleos rurales dentro de la citada franja (art. 110.1 TROTU). 

	
— El otorgamiento de la calificación de Reservas Industriales de Interés Regional (art. 110.4 TROTU). 

	
— La autorización de ciertos usos en suelo no urbanizable de costas (art. 134 y 135 TROTU). 

	
— La delimitación de áreas sujetas a los derechos de tanteo y retracto (art. 221 TROTU). 

	
— La constitución de Reservas Regionales de Suelo (art. 223.2 TROTU). 

	
— La imposición de multas de hasta 1.202.000 euros (art. 254.1 TROTU). 



§ II-5. El segundo de los órganos autonómicos que opera en este ámbito es la Consejería con competencias en materia de urbanismo y ordenación del territorio, a la que el TROTU confiere las siguientes funciones  (2) :


	
— Las competencias urbanísticas y de ordenación del territorio atribuidas al Principado de Asturias sin indicar el órgano administrativo que deba ejercitarlas (art. 9.2 TROTU). 

	
— Proponer al Consejo de Gobierno la declaración formal de Actuación Urbanística Concertada (art. 19.2 TROTU). 

	
— Llevar el Registro de Planeamiento y Gestión Urbanística del Principado de Asturias (art. 23.1 TROTU). 

	
— Imponer en determinados casos la elaboración de una EIA o una EPIA (art. 45.4 TROTU). 

	
— Elaborar las Directrices de Ordenación Territorial (art. 46.1 TROTU). 

	
— Proponer la iniciación del procedimiento para la aprobación de los Programas de Actuación Territorial (art. 50.1 TROTU). 

	
— La formulación de los Planes Territoriales Especiales supramunicipales (art. 53 TROTU). 

	
— Elaborar el Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias (art. 54 TROTU). 

	
— Aprobar inicialmente los planes intermunicipales (art. 85.4 TROTU). 

	
— Resolver sobre la idoneidad de las propuestas de ordenación previstas en las áreas con destino a viviendas protegidas (art. 91 bis TROTU). 

	
— Proponer las modificaciones de planeamiento que tengan por objeto alterar la zonificación o el uso de las zonas verdes (art. 101.3 TROTU). 

	
— Aprobar normas provisionales en los supuestos de suspensión del planeamiento urbanístico por parte del Consejo de Gobierno (art. 101.3 TROTU). 

	
— Proponer al Consejo de Gobierno, conjuntamente con la Consejería de Industria, la calificación de Reservas Industriales de Interés Regional (art. 110.4 TROTU). 

	
— Otorgar determinadas autorizaciones de uso en la zona de servidumbre específica (art. 134.2 TROTU). 

	
— Proponer al Consejo de Gobierno la delimitación de áreas sujetas a los derechos de tanteo y retracto (art. 221.4 TROTU). 

	
— Proponer al Consejo de Gobierno la constitución de Reservas Regionales de Suelo (art. 223.2 TROTU). 

	
— Requerir a los Ayuntamientos para que anulen aquellas licencias que incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico o del planeamiento vigente o, en su caso, impugnarlas (art. 230.2 TROTU). 

	
— Auxiliar a los Ayuntamientos para la paralización de obras sin licencia (art. 236 TROTU). 

	
— Intervenir en los casos de inactividad municipal ante supuestos de actuaciones sin licencia o sin ajustarse a las condiciones de la misma, así como en los casos en que no se proceda a la suspensión y revisión de licencias ilegales (arts. 237, 238, 242 y 246 TROTU). 

	
— Intervenir en los casos de inactividad municipal una vez incoado un procedimiento sancionador (arts. 252 TROTU). 

	
— La imposición de multas de hasta 300.506 euros (art. 254.1 TROTU). 



§ II-6. La Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias, es el órgano colegiado adscrito a la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, que ejerce funciones de consulta o emisión de informes, coordinación e impulso y, en su caso, autorización y resolución, sobre las siguientes cuestiones tanto urbanísticas como de ordenación territorial  (3) :


	
— Emitir informe previo en los supuestos en que el Consejo de Gobierno deba resolver las disconformidades que pudieran producirse con los Ayuntamientos en orden a ejecutar proyectos regionales, declarados de interés público, que determinen la modificación del planeamiento (art. 17.1 TROTU). 

	
— Imponer en determinados casos la elaboración de una EIA, una EPIA o una Evaluación de Impacto Estructural (art. 45.4 TROTU). 

	
— Aprobar inicialmente las Directrices de Ordenación Territorial y proponer al Consejo de Gobierno su aprobación definitiva (art. 47 TROTU). 

	
— Emitir informe previo en el procedimiento de tramitación de los Programas de Actuación Territorial (art. 51.2 TROTU). 

	
— Aprobar definitivamente los Planes Territoriales Especiales (art. 53 TROTU). 

	
— Aprobar inicial y definitivamente el Catálogo de Núcleos Rurales del Principado de Asturias(art. 54 TROTU). 

	
— Emitir informe previo a la aprobación definitiva de los instrumentos de ordenación urbanística y de los proyectos de urbanización de iniciativa particular (art. 80 TROTU). 

	
— Emitir informe vinculante previo a la aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación en caso de delegación de la competencia autonómica (art. 87 TROTU). 

	
— Aprobar definitivamente los Planes Generales de Ordenación en caso de municipios que no tengan delegada esta competencia (art. 88 TROTU). 

	
— Emitir informe no vinculante previo a la aprobación de los Planes Parciales y de los Planes Especiales que desarrollen un Plan General de Ordenación (art. 89 TROTU). 

	
— Emitir informe vinculante previo a la aprobación de Planes Especiales municipales que no desarrollen un Plan General de Ordenación, e informe no vinculante, por regla general, en el caso de los Estudios de Implantación (art. 90 TROTU). 

	
— Aprobar inicial y definitivamente los Planes Parciales y los Planes Especiales en las Actuaciones Urbanísticas Concertadas (art. 91 TROTU). 

	
— Aprobar inicialmente el plan especial y el proyecto de urbanización, en áreas con destino a viviendas protegidas, cuando no lo haga en plazo el Ayuntamiento, y, en todo caso, proceder a su aprobación definitiva (art. 91 ter TROTU). 

	
— Emitir informe vinculante para que los Planes Generales de Ordenación puedan incluir reservas de suelo que permitan el mantenimiento o la ampliación de actividades industriales implantadas en la franja costera (art. 110.3 TROTU). 

	
— Emitir informe vinculante en los casos en que planeamiento general, especial o de desarrollo prevean la implantación de nuevos usos o el aumento de la intensidad en la utilización del suelo no urbanizable situado en la franja de quinientos metros desde la ribera del mar, así como la ampliación de los núcleos rurales o actividades económicas situadas en esa zona (art. 110.5 TROTU). 

	
— Apreciar la condición auxiliar respecto de la obra pública de determinadas actuaciones previstas en suelo no urbanizable (art. 127.2 TROTU). 

	
— Autorizar construcciones destinadas a fines industriales en suelos a los que el planeamiento en vigor asigne un destino industrial pero que no hayan sido objeto de la necesaria gestión (art. 129.2 TROTU). 

	
— Autorizar la ampliación de las naves agrícolas o ganaderas ubicadas fuera de la franja de quinientos metros desde la ribera del mar, cuando el planeamiento no contemple la citada ampliación, siempre que venga exigida por la normativa comunitaria (art. 130.1 TROTU). 

	
— Otorgar (salvo delegación total o parcial) las autorizaciones que, con carácter previo a la concesión de licencia, vienen exigidas por la legislación urbanística para actuaciones en terrenos clasificados como no urbanizables (art. 131 TROTU). 

	
— Emitir informe previo al otorgamiento de licencia municipal para la autorización en el suelo urbanizable no prioritario, antes de la aprobación del Plan Parcial, de los usos previstos para el suelo no urbanizable (art. 139.3 TROTU). 

	
— Resolver los expedientes de tasación conjunta en los procedimientos expropiatorios, con la consiguiente declaración de urgencia de la ocupación de los bienes y derechos afectados (art. 187.3 y 5 TROTU). 

	
— Emitir informe previo a la delimitación de áreas de tanteo y retracto por el Consejo de Gobierno (art. 221.4 TROTU). 

	
— Emitir informe previo en los procedimientos de otorgamiento de licencias cuando la entidad local carezca de los servicios técnicos o jurídicos adecuados (art. 229.5 TROTU). 

	
— Emitir informe previo a la imposición de sanciones por parte del Consejo de Gobierno y de la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio (art. 254.1 TROTU). 



Puede así advertirse, a la luz de las funciones descritas, que la CUOTA deja de controlar y revisar, como venía haciendo hasta ahora, la mayoría de las decisiones urbanísticas municipales, para concentrarse en el ejercicio de las competencias propiamente autonómicas, en la participación en el procedimiento de aprobación de los instrumentos de ordenación del territorio y en la fijación de las grandes orientaciones acerca de la ubicación de infraestructuras, la protección del medio ambiente y la preservación de los valores del suelo no urbanizable.

§ II-7. El Jurado de Expropiación del Principado de Asturias es un órgano colegiado permanente  (4) , encargado de la fijación del justiprecio en los siguientes supuestos de expropiación forzosa, cuando la Administración expropiante sea la del Principado de Asturias o las entidades locales de su ámbito territorial, y los fines de interés público a los que la expropiación deba servir pertenezcan al ámbito competencial de la Comunidad Autónoma o de las entidades locales  (5) :


	
a) En los procedimientos expropiatorios de tasación individual, sean o no por razón de la ordenación urbanística, cuando el justiprecio no se hubiera convenido libremente y por mutuo acuerdo entre la Administración expropiante y los propietarios de los bienes o titulares de los derechos objeto de la expropiación. 

	
b) En los procedimientos de tasación conjunta en las expropiaciones derivadas de la aplicación de la normativa urbanística, cuando los titulares de los bienes y derechos afectados hubieren manifestado su disconformidad con la valoración establecida en el expediente expropiatorio resuelto por la CUOTA, en los términos y plazo establecidos legalmente. 



Aunque se encuentra adscrito —como la CUOTA— a la Consejería competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio, este órgano actúa con plena autonomía funcional y sus actos ponen fin a la vía administrativa.

§ II-8. Finalmente, las Oficinas Urbanísticas Territoriales constituyen un instrumento de la Administración autonómica para fomentar la acción urbanística de las entidades locales, prestándoles de forma permanente la cooperación y asistencia técnica que precisen para el ejercicio de sus competencias.

Estas Oficinas pueden llegar a encargarse directamente de la atención de los servicios técnicos, jurídicos y administrativos de los Concejos o mancomunidades urbanísticas (art. 10.2 del TROTU) y, más concretamente, de la emisión de informes preceptivos en los procedimientos de concesión de licencias, cuando dichos entes carezcan de servicios propios (art. 229.5 del TROTU).

3.  La Administración urbanística municipal  (6) 

§ II-9. Como ya se indicó, el sistema de distribución de competencias en materia urbanística que establece el TROTU, entre las dos Administraciones territoriales de la Comunidad Autónoma, descansa en los principios de atribución expresa para el Principado de Asturias y de presunción general para las entidades locales, en términos de competencias propias.

De este modo, puede afirmarse que en el Derecho asturiano se atribuye la responsabilidad de la gestión urbanística, en primer lugar, a los Concejos, que adquieren de este modo una amplia dosis de autogobierno, mediante la adquisición de competencias que anteriormente les eran ajenas:


	
— Así, parte de los Concejos obtienen (unos directamente, otros a partir de acuerdos de delegación), la competencia de aprobación definitiva del planeamiento general  (7) . 

	
— Todos ellos pasan a aprobar definitivamente los demás instrumentos de planeamiento, sin distinción alguna. 

	
— Además, se suprime buen número de las autorizaciones previas de la CUOTA en suelo no urbanizable, y se abre la vía a la delegación de las demás. 



§ II-10. En la esfera municipal los órganos con atribuciones en materia urbanísticas son el Pleno, la Junta de Gobierno y el Alcalde:


	
— El Pleno tiene atribuida la aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación urbanística, así como los convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos  (8) . 

	
— A la Junta de Gobierno Local, en los municipios de gran población  (9) , además de conceder las licencias, le corresponde la aprobación de los proyectos de instrumentos de ordenación urbanística cuya aprobación definitiva o provisional corresponda al Pleno, y las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no atribuidas expresamente al Pleno, así como de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos de urbanización  (10) . 

	
— El Alcalde, con carácter general, tiene atribuida la potestad sancionadora  (11)  y la actuación en protección y defensa de la legalidad urbanística  (12) . Además, en los pequeños municipios, es el competente para otorga las licencias y lleva a cabo la aprobación de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos de urbanización  (13) . 



§ II-11. Al margen de los citados órganos, y del auxilio que, en su caso, puedan prestarles las Oficinas Urbanísticas Territoriales (§ II-8), el TROTU prevé la posibilidad de que los Concejos constituyan mancomunidades y gerencias, con el objeto de facilitar el ejercicio de sus competencias urbanísticas:


	
1. Las mancomunidades urbanísticas son entidades públicas con capacidad propia para actuar, creadas por acuerdo de dos o más Concejos, cuyo objeto es el ejercicio común de competencias urbanísticas o la ejecución del planeamiento  (14) . 

	
2. Las gerencias urbanísticas, por su parte, pueden constituirse, normalmente en el ámbito de un Concejo  (15) , bien como simple órgano municipal (individual o colegiado), o bien como una entidad de Derecho público, con personalidad y patrimonio propio  (16) . 



II.  FÓRMULAS DE COORDINACIÓN INTERADMINISTRATIVA  (17) 

§ II-12. La necesidad de conjugar diferentes intereses públicos concurrentes, cuya realización requiere ocupar o transformar el territorio, obliga al legislador urbanístico a establecer los procedimientos o cauces precisos que hagan posible la necesaria coordinación interadministrativa.

Dicha coordinación opera fundamentalmente en dos supuestos concretos: en los procedimientos de aprobación, modificación o revisión de planes y demás instrumentos de ordenación urbanística o sectorial; y cuando por razones de urgencia o excepcional interés público se pretenda llevar a cabo la ejecución de determinados proyectos de obra con repercusión territorial.

§ II-13. En el primer caso se exige un trámite de consulta preceptiva a las Administraciones afectadas, que corre, normalmente, paralelo al de información pública y que tiene por objeto la superación de las posibles discrepancias que pudieran manifestarse al respecto  (18) ,  (19) .

Los conflictos que pudieran plantearse entre las previsiones del planeamiento urbanístico y los instrumentos de ordenación del territorio, con los proyectos de obras promovidos por el Principado de Asturias o la Administración General del Estado, se ajustan en cambio a un procedimiento específico, basado en las siguientes reglas  (20) :
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§ II-14. Otras fórmulas de cooperación interadministrativa son las llamadas actuaciones urbanísticas concertadas, los espacios de gestión integrada y las áreas con destino a viviendas protegidas.

Las actuaciones urbanísticas concertadas se configuran como un modelo de ordenación urbanística, cuyo desarrollo exige un previo convenio entre el Ayuntamiento respectivo y el Principado, y cuya aplicación tiene lugar en zonas declaradas al efecto por el Consejo de Gobierno, en las que concurren especiales circunstancias urbanísticas deficitarias, que deben ser afrontados de un modo perentorio (ver § III-50 y § III-51).

Los espacios de gestión integrada son ámbitos delimitados por los instrumentos de planeamiento  (21) , cuyo objeto es la coordinación de las acciones de diferentes Administraciones Públicas, que deberán cooperar entre sí en el ejercicio de sus competencias para la consecución de unos objetivos previamente marcados, buscando, en todo caso, el equilibrio entre la conservación de los valores naturales de la zona y las diversas actividades que esté previsto desarrollar en la misma. La gestión de estos espacios suele llevarse a cabo a través de un consorcio  (22) , en el que quedan integrados los concejos afectados, así como, en su caso, las Administraciones autonómica y estatal, entidades de Derecho público o privado, e, incluso, simples particulares.

Por su parte, las áreas con destino a viviendas protegidas (ver § III-52 a § III-54) definen un régimen especial de ordenación urbanística encaminado a prestar atención preferente a las necesidades de vivienda de un determinado Concejo, mediante un acuerdo previo entre la Administración del Principado de Asturias y el Ayuntamiento afectado, con el que se abre paso a la nueva calificación o, en su caso, clasificación del suelo y a la aprobación o modificación del planeamiento urbanístico existente en ese ámbito.

III.  LAS SOCIEDADES URBANÍSTICAS  (23) 

§ II-15. Un último instrumento al servicio de la actividad urbanística y, en particular, de las relaciones interadministrativas es la constitución de sociedades urbanísticas.

Se trata de sociedades mercantiles con parte de capital público, que han de revestir siempre la forma de sociedad anónima, y que pueden ser promovidas por el Principado  (24)  o las entidades locales, por sí solas, entre sí o con otras personas, para el estudio, desarrollo, gestión, promoción y ejecución del planeamiento urbanístico y de cualesquiera de los contenidos de la actividad urbanística de las Administraciones que la constituyan, siempre que no impliquen el ejercicio de autoridad  (25) .

§ II-16. Las sociedades urbanísticas pueden hacerse cargo de las siguientes funciones, actuando al efecto, bien como una entidad instrumental de la Administración urbanística o, en su caso, como una entidad puramente privada en concurrencia plena con terceros:


	
a) La elaboración y redacción de planeamiento de desarrollo, proyectos de urbanización y cualesquiera informes, estudios y asistencia técnica de contenido urbanístico. 

	
b) La promoción, gestión y ejecución de actuaciones urbanísticas y urbanizaciones  (26) . 

	
c) La gestión, promoción y ejecución del patrimonio público de suelo. 

	
d) La gestión de las expropiaciones para la ejecución de planeamiento u obras determinadas. 



§ II-17. El régimen jurídico al que quedan sujetas las sociedades urbanísticas en el Principado, se concreta por medio de estas notas:


	
1. Si el capital de la sociedad es íntegra o mayoritariamente público, no se requerirá licitación para que por parte del Principado de Asturias, entidades locales y entidades jurídico-públicas que formen parte de ellas, pueda encomendárseles tareas o cometidos propios de la actividad urbanística. 

	
2. De todas formas, las sociedades urbanísticas no pueden ejecutar obras directamente, aunque sí pueden adjudicarlas ellas mismas, con sometimiento a los principios de publicidad y concurrencia. 

	
3. Asimismo, las sociedades urbanísticas están capacitadas para: 
	
— Adquirir, transmitir, constituir, modificar y extinguir toda clase de derechos, sobre bienes muebles o inmuebles, en orden a la mejor consecución de la urbanización, edificación y aprovechamiento del área de actuación  (27) . 

	
— Ser beneficiaria de las expropiaciones urbanísticas que deban realizarse en desarrollo de su actividad. 

	
— Realizar directamente convenios con los organismos competentes. 

	
— Enajenar, incluso anticipadamente, las parcelas que darán lugar a los solares resultantes de la ordenación, así como los aprovechamientos urbanísticos otorgados por el planeamiento. 

	
— Gestionar los servicios implantados hasta que sean formalmente asumidos por el organismo competente. 
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	 Ver Texto 




	 (3) 
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	Al respecto, señala el art. 10 TROTU que: «1. La competencia para la aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación se delega en los concejos cuya población de derecho sea superior a 40.000 habitantes. En ningún caso se entenderá incluida en esta delegación la competencia para la aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento que afecten a más de un término municipal. 2. El Consejo de Gobierno podrá delegar, la competencia para la aprobación definitiva de los Planes Generales de Ordenación en aquellos concejos de población de derecho inferior a 40.000 habitantes que se encuentren agrupados en mancomunidades urbanísticas o que sin estarlo así lo soliciten, cuando resulte acreditado, en ambos casos, que disponen de servicios técnicos, jurídicos y administrativos adecuados a tal fin, por sí mismos o por estar atendidos por Oficinas Urbanísticas Territoriales del Principado de Asturias».
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	En ambos casos se exige mayoría absoluta. Vid. arts. 22.2.c) y 123.1.i) de la Ley 7/1985, de 2 abril, de Bases del Régimen Local (BOE 3 abril 1985, núm. 80; rect. BOE 11 junio 1985, núm. 139). En relación con la aprobación de convenios urbanísticos relativos a la modificación del planeamiento, vid. art. 213.1 TROTU.
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	Según dispone el art. 121 LRBRL, tienen esta consideración: «a) A los municipios cuya población supere los 250.000 habitantes; b) A los municipios capitales de provincia cuya población sea superior a los 175.000 habitantes; c) A los municipios que sean capitales de provincia, capitales autonómicas o sedes de las instituciones autonómicas; d) Asimismo, a los municipios cuya población supere los 75.000 habitantes, que presenten circunstancias económicas, sociales, históricas o culturales especiales. En los supuestos previstos en los párrafos c) y d), se exigirá que así lo decidan las Asambleas Legislativas correspondientes a iniciativa de los respectivos ayuntamientos».
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	Vid. art. 127.1.c), d) y e) de la LRBRL.
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	Señala el art. 254 del TROTU, que: «1. Las autoridades competentes para imponer las multas y las cuantías máximas de éstas serán las siguientes: a) Los Alcaldes, en los concejos que no excedan de 5.000 habitantes, hasta 6.010 euros; en los que no excedan de 15.000 habitantes, hasta 18.030 euros; en los que no excedan de 30.000 habitantes, hasta 60.101 euros; en los que no excedan de 80.000 habitantes, hasta 90.151 euros, y en los de más de 80.000 habitantes, hasta 150.253 euros».
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	Vid. arts. 236 y siguientes del TROTU.
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	Vid. art. 21.1.j) y q) de la LRBRL. Ambas competencias pueden ser objeto de delegación, en particular, en la Junta de Gobierno Local (que existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en los de menos, cuando así lo disponga su Reglamento Orgánico o lo acuerde el Pleno de su Ayuntamiento).
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	Vid. BARRERO RODRÍGUEZ, C., «Los conceptos de Mancomunidades y Consorcios: necesidad de delimitación y diferenciaciones», Revista Andaluza de Administración Pública, núm. 45, 2002, págs. 81-120. Vid. art. 44 LRBRL y 35 a 37 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 abril, Aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, TRRL (BOE 22 abril 1986, núm. 96; rect. BOE 11 julio 1986, núm. 165 y BOE 25 noviembre 1986, núm. 282).
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	Vid. BASSOLS COMA, M., «Gerencias urbanísticas y Régimen local», REALA núm. 229, 1986, págs. 65-96. El art. 20.4 TROTU también prevé la posibilidad de que el Principado de Asturias, ante la pasividad de los Concejos, proceda a constituir gerencias urbanísticas, en lugar de Consorcios, para la gestión de los denominados Espacios de Gestión Integrada.
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	Vid. arts. 15 a 20 del Real Decreto 3288/1978, de 25 agosto, Aprueba el Reglamento de Gestión Urbanística para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, RGU (BOE 31 enero 1979, núm. 27).
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	Vid. Título I, Capítulo III, arts. 31 y siguientes del ROTU.
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	Según dispone el art. 16 TROTU: «2. Si alguna de las Administraciones afectadas no compareciese en el trámite de consulta practicado, se presumirá su conformidad con el instrumento, plan o proyecto formulado. En todo caso, dicho instrumento, plan o proyecto sólo podrá contener previsiones que comprometan la realización efectiva de acciones por parte de otras Administraciones, si éstas han prestado expresamente su conformidad. 3. La conclusión del trámite de consulta sin superación de las discrepancias que se hubieran manifestado durante el mismo no impedirá la continuación y terminación del procedimiento principal, previa la adopción y notificación por la Administración actuante de resolución justificativa de los motivos que han impedido alcanzar un acuerdo».
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	Un correlato de esta coordinación interadministrativa cabe encontrarlo en algunas normas sectoriales. En concreto, en materia de aguas, el art. 25.4 del Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 julio, aprueba el Texto Refundido de la Ley de Aguas (BOE 24 julio 2001, núm. 176; rect. BOE 30 noviembre 2001, núm. 287), viene a establecer que: «4. Las Confederaciones Hidrográficas emitirán informe previo, en el plazo y supuestos que reglamentariamente se determinen, sobre los actos y planes que las Comunidades Autónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia de medio ambiente, ordenación del territorio y urbanismo, espacios naturales, pesca, montes, regadíos y obras públicas de interés regional, siempre que tales actos y planes afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos permitidos en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones sectoriales aprobadas por el Gobierno. Cuando los actos o planes de las Comunidades Autónomas o de las entidades locales comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas. El informe se entenderá desfavorable si no se emite en el plazo establecido al efecto. Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación a los actos y ordenanzas que aprueben las entidades locales en el ámbito de sus competencias, salvo que se trate de actos dictados en aplicación de instrumentos de planeamiento que hayan sido objeto del correspondiente informe previo de la Confederación Hidrográfica».
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	Vid. arts. 18 TROTU y 244 del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio (BOE 30 junio 1992, núm. 156; rect. BOE 13 febrero 1993, núm. 38). Este último precepto no ha sido derogado por la LS/07.
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	Concretamente, la previsión de estos espacios constituye una de las determinaciones de carácter general de los Planes Generales de Ordenación. Vid. art. 59.2.e) TROTU.
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	Vid. LÓPEZ PELLICER, J. A., El consorcio urbanístico, Ed. El Consultor, Madrid, 1984; CASTILLO BLANCO, F. A., «Los Consorcios Administrativos: especial referencia a los consorcios de entidades locales en la legislación andaluza», Revista Andaluza de Administración Pública, núm. 42, 2001, págs. 95-144; MARTÍNEZ ALONSO I CAMPS, J. L. e YSA FIGUERAS, T., Las personificaciones instrumentales locales en Cataluña: organismo autónomos, consorcios, mancomunidades y sociedades públicas, Ed. INAP, Madrid, 2003; AA.VV., Los consorcios urbanísticos en la Comunidad de Madrid: la experiencia consolidada de un programa de desarrollo urbano, Ed. Comunidad de Madrid, Madrid, 2003.
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	Vid. Título I, Capítulo II, art. 30 del ROTU.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	En este sentido, cabe señalar que mediante Ley 8/1984, de 13 julio (BOPA 23 julio 1984, núm. 170), se autorizó al Consejo de Gobierno del Principado «para constituir una sociedad de carácter mercantil, que tenga como fin social la gestión y ejecución del planeamiento urbanístico para promocionar y obtener suelo edificable, comprendiendo la redacción de planes de ordenación urbana en desarrollo de los planes generales y de proyectos de urbanización para su tramitación por el organismo competente la actividad urbanizadora, promoviendo y gestionando urbanizaciones y realizando obras de infraestructura y dotación de servicios en polígonos determinados, y la posible gestión y, explotación de obras y servicios resultantes de la urbanización» (art. 1). Dicha Ley fue desarrollada por medio del Decreto 133/1984, de 15 noviembre (BOPA 3 diciembre 1984, núm. 279), que autorizaba a la Consejería de Hacienda y Economía a llevar a cabo las actuaciones precisas para la constitución de la Sociedad Mixta de Gestión y Promoción del Suelo, S.A. (SOGEPSA).
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	 (25) 

	Vid. CASTILLO BLANCO: «La actividad de edificación, rehabilitación urbana y equipamiento comunitario como competencia de las sociedades urbanísticas locales», en SOSA WAGNER (Coord.), El derecho administrativo en el umbral del siglo XXI: homenaje al profesor Dr. D. Ramón Martín Mateo, 2000, págs. 3341-3372; BENSUSAN MARTÍN, M.ª P., «Las sociedades urbanísticas constituidas por entes públicos locales. Especial referencia a las sociedades de promoción, construcción y rehabilitación de viviendas», Actualidad Administrativa, núm. 43, 1997, págs. 935-947.
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	 (26) 

	Al efecto, establece el art. 147.3 TROTU que: «La dirección y responsabilidad de la gestión urbanística corresponderá en todo caso a la Administración, a la que incumbe asegurar el cumplimiento de los objetivos señalados por la normativa y el planeamiento urbanístico, así como de los deberes y obligaciones que recaen sobre los particulares. La Administración podrá asumir también, por sí o a través de sociedades urbanísticas, la gestión en ámbitos determinados»; y, según dispone el art. 183 (formas de gestión): «1. La Administración actuante podrá utilizar las formas de gestión que contemple la legislación aplicable, incluidas las modalidades asociativas con otras Administraciones Públicas, sociedades urbanísticas, entes públicos y particulares».
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	 (27) 

	Así, por ejemplo, el art. 226.1 TROTU autoriza a las sociedades urbanísticas a constituir el derecho de superficie sobre terrenos de su propiedad o integrantes de patrimonios públicos «con destino a la construcción de viviendas con protección pública o a otros usos de interés social previstos en el planeamiento urbanístico o vinculados a su ejecución».
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